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Casación infundada. Rehabilitación  

Si bien la figura jurídica de 
rehabilitación se encuentra 
contemplada en el artículo 69 del 
Código Penal, es una norma de 
ejecución penal material, tanto más 
si, conforme la propia Constitución, 
dicha figura forma parte del principio 
de resocialización del penado y 
como tal es uno de los objetivos a 
alcanzar por el régimen 
penitenciario. 

SENTENCIA DE CASACIÓN 

Lima, veinticinco de abril de dos mil veintitrés  

VISTOS Y OÍDOS: el recurso de 

casación interpuesto por la defensa del sentenciado Juan Manuel 

Guillén Benavides contra el auto de vista del veinte de mayo de dos 

mil veintiuno (foja 25), expedido por la Segunda Sala Penal de 

Apelaciones de la Corte Superior de Arequipa, que confirmó el auto 

del once de marzo de dos mil veintiuno (foja 6), que declaró 

infundado el pedido de rehabilitación solicitado por el precitado en 

el proceso de ejecución de la sentencia emitida en su contra como 

autor del delito de contaminación ambiental, en agravio de la 

Sociedad; con lo demás que contiene. 

Intervino como ponente la señora jueza suprema CARBAJAL CHÁVEZ. 

CONSIDERANDO 

I. Itinerario del Proceso 

Primero. A efectos de mejor resolver, es pertinente realizar una breve 

síntesis de los hechos procesales: 
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1.1. Por sentencia del veinticuatro de enero de dos mil diecinueve, se 

condenó a Juan Manuel Guillén Benavides como autor del delito 

de contaminación ambiental, en agravio de la Sociedad, y se le 

impuso dos años de pena privativa de libertad, suspendida en su 

ejecución bajo la observancia de reglas de conducta, entre 

ellas, el pago de la reparación civil estipulada en S/ 50 000 

(cincuenta mil soles). Dicha sentencia fue confirmada mediante 

resolución de vista del veinticinco de junio de dos mil diecinueve 

por la Segunda Sala Penal de Apelaciones de Arequipa. 

1.2. Ante el incumplimiento de la regla de conducta referida al pago 

de la reparación civil, la Fiscalía solicitó que se revoque la pena 

suspendida en su ejecución y se le imponga una pena efectiva. 

1.3. Mediante Resolución n.° 12 del once de marzo de dos mil 

veintiuno (foja 6), el Quinto Juzgado de Investigación Preparatoria 

de Delitos Aduaneros Tributarios de la Corte Superior de Arequipa 

declaró fundado en parte el pedido del Ministerio Público 

relativo a la revocatoria de la suspensión de la pena impuesta al 

sentenciado y  dispuso su amonestación; además, se declaró 

infundado el pedido de rehabilitación solicitado por el 

sentenciado en el proceso de ejecución de sentencia. 

1.4. No estando conforme con la decisión, el sentenciado interpuso 

recurso de apelación (foja 12) contra la resolución antes 

mencionada; asimismo, solicitó que se revoque la de primer 

grado y se estime su pedido de rehabilitación. 

1.5. Por auto de vista del veinte de mayo de dos mil veintiuno (foja 22), la 

Segunda Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de 

Arequipa declaró infundado el recurso de apelación y confirmó el 

auto del once de marzo de dos mil veintiuno, que resuelve declarar 

infundada la precitada solicitud de rehabilitación. Cabe precisar 

que tanto el juez de instancia, como el tribunal de apelación, 
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consideraron que la rehabilitación se rige por la ley vigente al 

momento que se inicia la ejecución material de la sanción, vale 

decir, cuando la sentencia adquirió firmeza, lo que en el presente 

caso aconteció el veinticinco de junio de dos mil diecinueve, de 

modo que la norma aplicable al pedido de rehabilitación era el 

artículo 69 del Código Penal, modificado por la Ley n.° 30838 del 

cuatro de agosto de dos mil dieciocho y después por el Decreto 

Legislativo n.° 1453 del dieciséis de septiembre de dos mil 

dieciocho, que estableció que la rehabilitación procede cuando 

se ha cumplido la pena o medida de seguridad que le fue 

impuesta y cuando además el sentenciado haya cumplido con 

cancelar el íntegro de la reparación civil. Sin embargo, en el caso, 

dicho pago no se había realizado, por lo que este fue la razón por 

la que se declaró infundada la solicitud del sentenciado. 

1.6. Ante lo resuelto por la Sala Penal de Apelaciones de Arequipa, la 

defensa técnica del sentenciado interpuso recurso de casación 

(foja 32) contra el auto de vista antes referido, casación que fue 

concedida mediante Resolución n.° 34 del dieciséis de julio de dos 

mil veintiuno (foja 48). 

II. Motivos de la concesión del recurso de casación 

Segundo. Este Supremo Tribunal, en cumplimiento de las garantías, los 

deberes constitucionales y la facultad discrecional, mediante la 

resolución de calificación del tres de octubre de dos mil veintidós (foja 

58 del cuadernillo supremo), declaró bien concedida la casación 

presentada por el sentenciado por la causal prevista en el inciso 3 (Si 

la sentencia o auto importa una indebida aplicación, una errónea interpretación o 

una falta de aplicación de la Ley Penal o de otras normas jurídicas necesarias para 

su aplicación) del artículo 429 del Código Procesal Penal (en adelante 

CPP). 
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Tercero. Instruido el expediente, se señaló el día de la fecha para la 

realización de audiencia de casación (foja 87 del cuadernillo supremo). 

Así, cerrado el debate y deliberada la causa, se produjo la votación 

correspondiente, en la que se acordó pronunciar por unanimidad la 

presente sentencia y darle lectura en la audiencia programada para 

la fecha. 

III. Fundamentos de derecho 

Cuarto. Conforme se ha señalado en el Recurso de Casación n.° 292-

2019/Lambayeque, este recurso contribuye sustancialmente: 

1. A la resolución de cuestiones jurídicas de carácter fundamental: 

cuestiones jurídicas necesitadas de clarificación en temas generales o 

especial conflictivos, ámbitos jurídicos objeto de regulaciones nuevas o 

que presenten un carácter especialmente dinámico. 2. Al desarrollo del 

ordenamiento: cuando el caso concreto permite desarrollar preceptos 

del Derecho material o procesal o colmar lagunas legales –desde el 

principio de legalidad–. 3. A la garantía de uniformidad de la 

jurisprudencia, que se pone en peligro cuando el órgano de apelación 

aplicó un precepto incorrectamente no solo en el caso concreto, sino 

de modo que puede esperarse que ese error se repita en otras 

decisiones del mismo tribunal o de otros, o cuando existe una 

comprensión errónea de la jurisprudencia de este Supremo Tribunal que 

da lugar a un “riesgo estructural de reiteración”, o cuando se produce 

en la resolución de vista una abierta arbitrariedad y lesión de los 

derechos fundamentales procesales de una parte de modo relevante 

para la propia resolución. 

Quinto. Ahora bien, el ámbito de pronunciamiento de este Tribunal 

Supremo se circunscribe a determinar los siguientes asuntos: (i) si la 

rehabilitación tiene naturaleza sustantiva o procesal; (ii) en qué 

supuestos procede la rehabilitación automática, teniendo en 

consideración el artículo 6 del Código Penal, y (iii) la relación de la 

rehabilitación con lo dispuesto en el Acuerdo Plenario n.° 1-2008/CJ-
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116. Así, la defensa del sentenciado alega que en el caso sub 

examine procede la rehabilitación automática acorde lo establecido 

en el artículo antes citado, conforme al texto vigente al momento de 

la comisión del hecho delictivo (2014), tanto más si dicho artículo 

corresponde a una norma sustantiva. Por su parte, el Tribunal de 

alzada confirmó el auto que declaró infundada su solicitud de 

rehabilitación automática, esencialmente, porque consideró que la 

rehabilitación debe entenderse como una norma material de 

ejecución penal; de esta manera, se rige por la norma vigente al 

momento de iniciarse la ejecución, es decir, cuando la sentencia ha 

quedado firme. 

Sexto. Sobre el particular, previamente corresponde resaltar que el 

artículo 139, inciso 22, de la Constitución Política prescribe: “El 

principio de que el régimen penitenciario tiene por objeto la 

reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la 

sociedad”. No debe olvidarse que, conforme lo ha señalado el 

Tribunal Constitucional, el artículo I del título preliminar de nuestro 

Código Penal establece que la finalidad de la legislación penal es la 

prevención de delitos y faltas como medio protector de la persona 

humana y la sociedad, dado que dicha disposición orienta al 

conjunto de las normas sustantivas y procesales1.En la misma línea, se 

tiene que las penas, en especial la privativa de libertad —por estar 

orientadas a evitar la comisión del delito—, operan como una garantía 

institucional de las libertades y la convivencia armónica a favor del 

bienestar general. Agrega también que2:  

                                                           

1
 Expediente n.° 2798-04-HC/TC. Fundamento 20. 

2 Expediente n.° 0019-2005-PI/TC. Fundamento 40. 
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[…] la grave limitación de la libertad personal que supone la pena 

privativa de la libertad, y su quantum específico, son el primer efecto 

reeducador en el delincuente, quien internaliza la seriedad de su 

conducta delictiva, e inicia su proceso de desmotivación hacia la 

reincidencia (prevención especial de efecto inmediato). Finalmente, en 

el plano de la ejecución de la pena, ésta debe orientarse a la plena 

rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad (prevención 

especial de efecto mediato, prevista expresamente en el inciso 22 del 

artículo 139° de la Constitución). 

Séptimo. En esa línea, se tiene que la resocialización del condenado 

es un principio integrado por tres sub principios reeducación, 

rehabilitación y reincorporación. La reeducación hace referencia al 

proceso por el cual la persona adquiere determinadas actitudes que 

le permitirán desarrollar su vida en comunidad; la reincorporación 

hace alusión a la recuperación social de la persona condenada a 

determinada pena, y finalmente la rehabilitación representa la 

renovación jurídica del status del ciudadano que cumple 

determinada pena. De esta forma, la resocialización hace referencia 

a un proceso a través del cual se reeduca, se reincorpora y, 

finalmente, se rehabilita al condenado.3 

Octavo: La figura de la rehabilitación ha sido prevista en el artículo 69 

del Código Penal, que ha sido objeto de varias modificatorias. Así, se 

tiene en cuenta que impuesta una pena privativa de libertad 

efectiva en su ejecución o bajo la observancia de reglas de 

conducta es indudable que ambas tienen por fin la resocialización 

del penado, lo que importa su rehabilitación, la restituyéndole los 

derechos suspendidos por la sentencia y la cancelación de los 

                                                           

3 MONTOYA VIVANCO, Yván. (2008). Reeducación, rehabilitación y reincorporación 
social del penado. En GUTIERREZ, Walter. La Constitución comentada. Análisis 

artículo por artículo. Tomo II, Lima, Grijley. 
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antecedentes generados con motivo de la condena. De modo que 

estamos frente a una norma de ejecución penal. Sobre el particular, 

en el Acuerdo Plenario n° 2-2015-CIJ/116, fundamento jurídico 11, se 

precisó que la Corte Suprema de Justicia en el Acuerdo Plenario n.° 

08-2011/ CIJ-116 consideró que la naturaleza material o procesal de 

una ley de ejecución penal puede ser indistintamente, y según el 

caso, norma sustantiva o norma procesal. Asimismo, determinó que 

cuando la ley de ejecución penal incide en los requisitos 

configuradores de un beneficio penitenciario —no en el trámite o 

procedimiento del mismo— el factor de aplicación, por su carácter 

material o sustantivo, será el momento en el que se inicia la ejecución 

material de la sanción penal. En consecuencia, dando respuesta al 

primer tema del recurso de casación, en el caso estamos frente a una 

norma material de ejecución penal. 

Noveno. A mayor abundamiento, este Tribunal Supremo en la 

Casación n.° 65-2019/Lambayeque señaló que los preceptos de 

ejecución penal pueden tener un contenido material y un contenido 

procesal, puesto que las últimas tienen como factor de aplicación la 

ley vigente al tiempo de la actuación procesal. Asimismo, señala que:  

El “hecho” (actum) al que está referido la ley de ejecución penal 

material se circunscribe a la relación jurídica penitenciaria, que tiene 

lugar o nace cuando la sentencia condenatoria adquiere firmeza. Esta 

es la regla general, según se indicó en el Acuerdo Plenario n.° 2-

2015/CIJ-116, de dos de dos mil quince (fundamento jurídico 11). 

Décimo. Acerca de en qué supuestos procede la rehabilitación 

automática, teniendo en consideración el artículo 6 del Código 

Penal, debe señalarse que este último dispositivo está referido a la 

aplicación de la ley penal en el tiempo, el principio de combinación 

de leyes y la retroactividad benigna, empero en el caso ya quedó 
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establecido que no estamos frente a una norma de derecho penal 

material, sino a una norma material de ejecución penal. En ese 

sentido, la rehabilitación operará sin más trámite, conforme al texto 

vigente, siempre que haya cumplido con lo establecido en el primer 

párrafo del artículo 69 del Código Penal: el cumplimiento de la pena 

o medida de seguridad impuesta y la cancelación del importe 

establecido por concepto de reparación civil. De otro lado, en lo que 

atañe a la relación de la rehabilitación con lo dispuesto en el 

Acuerdo Plenario n.° 1-2008/CJ-116, se observa que en el citado 

instrumento jurisprudencial se aborda lo relativo a la relación de la 

figura de la reincidencia introducida en el artículo 46B, incorporado 

mediante Ley n.° 28730 del trece de mayo de dos mil seis y la 

modificatoria de la última parte del artículo 69 del código sustantivo, 

mediante la Ley n.° 28730 del trece de mayo de dos mil seis, donde se 

dispone que: “La reincidencia deja sin efecto la cancelación de los 

efectos penales, judiciales y policiales, hasta el cumplimiento de la 

nueva pena”, a partir de ello se señala que habiendo sido la norma 

que modifica el artículo 69 posterior a la que incorpora el artículo 46B,  

la modifica; por tanto, la reincidencia es una excepción a la 

rehabilitación, pero se subraya que esa excepción debe ser aplicable 

a condenas que se hayan impuesto y cumplido con posterioridad a 

la ya citada reforma del numeral 69 del Código Penal, lo que ratifica 

la posición de que el momento procesal que determina la vigencia 

de la figura en comento es la expedición de la condena, o más 

apropiadamente cuando esta adquiere firmeza. 

Undécimo. En virtud de lo antes expuesto, se tiene que la sentencia 

condenatoria emitida contra el recurrente adquirió firmeza el 

veinticinco de junio de dos mil diecinueve y, en dicha fecha, el 

artículo 69 del Código Penal —Ley n.° 30838, publicada el cuatro de agosto 
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de dos mil dieciocho, y el Decreto Legislativo n.° 1453, publicado el dieciséis de 

septiembre de dos mil dieciocho— prescribía que:  “El que ha cumplido la 

pena o medida de seguridad que le fue impuesta, o que de otro 

modo ha extinguido su responsabilidad, queda rehabilitado sin más 

trámite, cuando además haya cancelado el íntegro de la reparación 

civil […]”; por tanto, al no haberse cumplido con el pago de la 

reparación civil, no correspondía la rehabilitación automática 

solicitada por el recurrente; así, resulta claro que el tribunal de alzada 

no incurrió en una errónea interpretación del artículo 69 del Código 

Penal; por consiguiente, el recurso de casación debe ser 

desestimado. 

Imposición de pago de costas 

Duodécimo. Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 497, 

inciso 1, del CPP, sobre la imposición de costas, no corresponde 

imponer costas al recurrente por tratarse de un recurso formulado 

contra un auto. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces supremos integrantes de la 

Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la 

República: 

I. DECLARARON INFUNDADO el recurso de casación interpuesto por 

la defensa del sentenciado Juan Manuel Guillén Benavides contra 

el auto de vista del veinte de mayo de dos mil veintiuno (foja 22), 

expedido por la Segunda Sala Penal de Apelaciones de la Corte 

Superior de Arequipa, que confirmó el auto del once de marzo 

de dos mil veintiuno (foja 6), que declaró infundado el pedido de 

rehabilitación solicitado por el recurrente en el proceso de 

ejecución seguido en su contra por el delito de contaminación 
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ambiental, en agravio de la sociedad; con lo demás que 

contiene. En consecuencia, NO CASARON el auto recurrido. 

II. SIN COSTAS. 

III. DISPUSIERON que la presente decisión sea leída en audiencia 

pública por intermedio de la Secretaría de esta Sala Suprema; acto 

seguido, se notifique a las partes apersonadas en esta instancia, se 

publique la decisión en el portal web del Poder Judicial, cumplidos 

los trámites necesarios, se devuelvan los actuados al órgano 

jurisdiccional de origen y se archive el cuadernillo formado en esta 

instancia. 

S. S.  

SAN MARTÍN CASTRO 

LUJÁN TÚPEZ 

ALTABÁS KAJATT 

SEQUEIROS VARGAS 

CARBAJAL CHÁVEZ 

CCH/BEGT            


